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HÁBEAS CORPUS/ Improsperidad frente a sanciones por desacato que fueron revocadas en sede de consulta o que no han sido debatidas dentro del trámite incidental  
“(…) lo primero que advierte esta Sala es que en el trámite de la acción de tutela de Martha Emilia Bernal Ruiz, quien actúa como agente oficiosa de Gloria Esther Ruiz de Bernal, que es uno de los tres por los que se inició esta actuación, aunque el Juzgado Cuarto Civil Municipal había sancionado a Guillermo Enrique Grosso Sandoval, esa decisión fue revocada por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira el 15 de octubre del pasado año; es decir, que en ese caso no existe orden alguna de captura para él (…)”

“(…) ni de la copias remitidas por el Juzgado, ni en el soporte que trae la accionante aparece solicitud alguna dirigida al Juzgado Promiscuo Municipal de Marsella después de la imposición de la sanción para revertirla (…)”

Cita: Corte Constitucional, sentencia T-260 de 1999.




TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO 
   



    SALA UNITARIA CIVIL-FAMILIA

  



Magistrado:  Jaime Alberto Saraza Naranjo

  



Expediente N° 66001-22-13-002-2016-00260-00
  



Pereira, febrero trece de dos mil dieciséis
                                  
Hora: 9:20 p.m. 
                                  
Se decide la acción de HÁBEAS CORPUS propuesta por Alba Rocío Ramírez Franco, en beneficio de Guillermo Enrique Grosso Sandoval, frente a los Juzgados Promiscuo Municipal de Marsella y Cuarto Civil Municipal de Pereira.  
                                  
ANTECEDENTES

                                  
Relata la accionante que Guillermo Enrique Grosso Sandoval, Agente Especial Interventor de Saludcoop EPS, es padre cabeza de familia, pues tiene a su cargo tres hijos de 5, 7 y 9 años; el 12 de febrero, fue capturado en esta ciudad en cumplimiento de órdenes impartidas por los Jueces Promiscuo Municipal de Marsella y Cuarto Civil Municipal de Pereira, como consecuencia de los desacatos a las tutelas promovidas en esos despachos por María Eugenia Sánchez Acevedo, en el primer caso, y Daniela Alzate Osorno y Gloria Esther Ruiz de Bernal, en el segundo. Argumenta que en los tres casos se remitieron informes de cumplimiento, pero solo se pronunció el Juzgado Cuarto que negó la solicitud, porque no se demostró que fuera total. Agregó que el 12 de febrero obtuvo el desistimiento de las agentes oficiosas de Gloria Esther y Daniela; y en cuanto a María Eugenia, se realizó la entrega de medicamentos el 12 de febrero y se ordenó, desde el 2 de febrero, un procedimiento pendiente que se realizará el 15 de febrero. 

    



Enseguida recordó la finalidad del hábeas corpus, trajo a colación sentencias de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema, del Consejo de Estado y del Tribunal Superior de Bogotá que, dice, tienen que ver con el caso de ahora, en el que la cuestión para ella es muy clara: hay unos hechos superados,  según se acredita con los desistimientos y la entrega señalados y, por tanto, no queda más alternativa que la de levantar la medida de arresto, teniendo en cuenta tales pronunciamientos. 
   



Pidió, en consecuencia, la libertad inmediata de Guillermo Enrique Grosso Sandoval. 
   



Recibida la solicitud por reparto, se le dio el trámite de rigor y se obtuvieron las copias pertinentes de los expedientes; además, la información requerida del CTI, a la que se suman otros documentos allegados por la interesada que dan cuenta del desistimiento que también hace María Eugenia Sánchez. 
                                  
CONSIDERACIONES
                                 
De acuerdo con lo señalado en el numeral 2° del artículo 3º de la Ley 1095 de 2006, es evidente que Alba Rocío Ramírez Franco está legitimada para invocar la presente acción en beneficio de Guillermo Enrique Grosso Sandoval. También es claro que la competencia de esta Sala Unitaria deriva del contenido del artículo 30 de la Carta Fundamental y de los artículos 3º -1 y 5º de la misma ley.

   



Establece dicho artículo 30 de la Constitución Nacional como derecho fundamental el hábeas corpus que puede invocar quien se halle privado de la libertad y crea estarlo ilegalmente, acción que se le permite ejercitar por sí mismo o por interpuesta persona, lo cual es desarrollo de normas de derecho internacional que propugnan por la protección del esencial derecho a la libertad
.
   


En desarrollo de estas normas superiores, la Ley 1095 citada definió el hábeas corpus, precisamente, como un derecho fundamental y, a la vez, como una acción constitucional que tutela la libertad personal (i) cuando alguien es privado de ella con violación de las garantías constitucionales o legales o (ii) cuando la privación de la libertad se prolonga ilegalmente.
  


Incluso, se ha llegado a plantear que una acción de esta naturaleza resulta procedente cuando verificada la privación ilegal de la libertad, se profiere una decisión manifiestamente arbitraria o caprichosa, que pretenda mantener la restricción de ese derecho
. 

  


Es decir, que para que se abra paso la pretensión de libertad por esta expedita vía, tiene que darse una de esas tres condiciones, si se acoge la última de ellas: que la privación esté precedida de la violación de garantías constitucionales o legales; que a pesar de ser legítima la privación, se prolongue ilegalmente; o que, estructurada esa privación ilegal, el juez persista en negar la libertad, por una desviación que conduzca a una vía de hecho.  
  


Esto último, lo relacionado con la vía de hecho, se trae a colación, porque ese parece ser el sustento de la presente acción, en cuanto se afirma que se remitieron informes a los despachos judiciales sobre el cumplimiento de las órdenes de tutela, pero solo respondió el Cuarto Civil Municipal en el caso de Daniela Alzate Osorio, en el sentido de que no se acató totalmente la orden.

  


Para ir decantando la cuestión, lo primero que advierte esta Sala es que en el trámite de la acción de tutela de Martha Emilia Bernal Ruiz, quien actúa como agente oficiosa de Gloria Esther Ruiz de Bernal, que es uno de los tres por los que se inició esta actuación, aunque el Juzgado Cuarto Civil Municipal había sancionado a Guillermo Enrique Grosso Sandoval, esa decisión fue revocada por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira el 15 de octubre del pasado año; es decir, que en ese caso no existe orden alguna de captura para él; tan claro es ello, que en las copias enviadas por el CTI Risaralda, correspondientes al desacato 2012-00-416, que es el radicado de esa acción de tutela, solo se refieren labores tendientes a ubicar y arrestar a la “Doctora ADRIANA MARÍA LONDOÑO MOLINA”; esto indica que allí no estaba involucrado el señor Grosso Sandoval, con lo cual, la petición en lo que toca con ese proceso, se queda sin fundamento.
  


En segundo lugar, atendiendo el mismo informe del profesional investigador Harold Mauricio Sánchez Hernández, la primera medida de arresto que se ejecuta respecto del señor Guillermo Enrique Grosso Sandoval, es la adoptada por el Juzgado Único Promiscuo Municipal de Marsella, confirmada y modificada en segunda instancia que, en últimas, quedó en tres (3) días. Entonces, si como dan cuenta la misma accionante y el CTI, la captura ocurrió el 12 de febrero, eso significaría que la detención se prolongaría hasta el lunes 15, por cuenta de ese despacho, fecha que indudablemente sería propicia para que al Juzgado Cuarto Civil Municipal de Pereira, en el caso de Daniela Alzate Osorno, se le arrimara la manifestación de desistimiento que hace la demandante en la acción de tutela para que la funcionaria, con conocimiento de causa, resuelva si mantiene o no la orden de arresto que en ese específico asunto aún no se está ejecutando, con lo cual resultaría impertinente hablar de la incursión en una vía de hecho; mucho menos, de una prolongación indebida de la privación de la libertad o de una privación ilegal, que ni siquiera se discuten.
 


Dicho lo anterior, queda por dilucidar la situación referente al Juzgado Promiscuo Municipal de Marsella. 

 


En este sentido, es bueno recordar que la acción se sustenta en algunas decisiones de la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado y el Tribunal Superior de Bogotá. Sin embargo, es preciso señalar que los pronunciamientos de las dos primeras Corporaciones obedecen a aquellas directrices que de tiempo atrás se viene acogiendo acerca de que aún después de quedar en firme la sanción en un desacato es posible el cumplimiento del fallo de tutela con efectos de impedir que se hagan efectivas las sanciones de arresto y multa; sanciones que para esta Sala, no son de orden punitivo sino disciplinario y correccional, como también está suficientemente decantado.
 


Y en lo que concierne al Tribunal Superior de Bogotá, cuando habla de la vía de hecho, lo hace con apoyo en la sentencia T-260 de 1999, arriba citada. Pero bastaría ver unos apartes de esa sentencia para concluir que no se amolda al caso presente. Por una parte, la Corte plantea allí que la acción de tutela tiene origen en que para el accionante las decisiones proferidas por ese mismo Tribunal y la Corte Suprema de Justicia presentan un defecto sustantivo al no conceder un hábeas corpus por la aplicación indebida de una norma. Y por la otra, señala con propiedad la alta Corporación que:
  


“En el caso que estudia la Corte, el Juez … concedió una acción de Habeas Corpus interpuesta con posterioridad a la providencia judicial que ordenaba la captura de los sindicados. Adicionalmente, contra la providencia judicial que ordenaba la captura, y antes de elevada la acción de Habeas Corpus, se habían interpuesto y resuelto los recursos de reposición y apelación. En ningún momento del trámite del Habeas Corpus, del proceso penal en contra del señor Juez … o de la acción de tutela que se estudia, se alegó que las decisiones judiciales que impusieron y confirmaron la captura constituían vías de hecho judiciales. 

  


“En consecuencia, según lo que ha sido analizado en los fundamentos anteriores de la mencionada providencia, no puede afirmarse que cuando los falladores de instancia dentro del proceso penal seguido en contra del actor aplicaron lo dispuesto en el artículo 430 del Código de Procedimiento Penal (modificado por el artículo 2° de la Ley 15 de 1992) actuaron al margen del derecho vigente. Por el contrario, según la doctrina constitucional, el mencionado artículo consagra una clara causal de improcedencia del Habeas Corpus en aquellos casos en los cuales la acción se interpone luego de haberse proferido una decisión judicial que ampara la captura, salvo cuando la mencionada decisión constituya una vía de hecho. En el presente caso, no se presenta la excepción de la vía de hecho, luego no puede afirmarse que se aparta del derecho vigente la tesis de la improcedencia de la acción de Habeas Corpus. 

  


Por consiguiente, la Sala no puede menos que desestimar el cargo del actor contra las sentencias impugnadas consistente en afirmar que incurren en un defecto material protuberante, vale decir, que se apartaron por completo del derecho vigente.”
   



Para esta Sala lo que significa la posición de la Corte es que una acción de hábeas corpus, al margen de las causas generales de privación ilegal o de prolongación indebida de la privación de la libertad, puede estar estructurada en una vía de hecho respecto de una providencia que niegue la libertad, a pesar de ser ostensible que se cumplen los requisitos legales para concederla.
  



Para que así ocurra, necesariamente hay que propiciar, antes de acudir al Juez Constitucional, que el Juez por cuenta del cual exista una orden de captura, se pronuncie sobre una concreta petición acerca de la inejecución de una medida de esa estirpe. 
   



Y es que, debe tenerse presente que en el caso que ahora se analiza no se discute la legalidad de la orden de arresto; tampoco se está poniendo en entredicho que se esté prolongando indebidamente la privación de la libertad; de hecho, la persona capturada está cumpliendo apenas su primer día de arresto. A partir de allí, ni de la copias remitidas por el Juzgado, ni en el soporte que trae la accionante aparece solicitud alguna dirigida al Juzgado Promiscuo Municipal de Marsella después de la imposición de la sanción para revertirla; tampoco se conoce que el funcionario hubiese tenido oportunidad alguna de enterarse del cumplimiento fiel de la orden de tutela que, para ser coherentes, no pudo haberse dado antes del día de hoy, 13 de febrero, si bien la certificación que María Eugenia Sánchez Acevedo expide sobre el pago de las incapacidades tiene esta fecha; y en el mismo escrito de hábeas corpus se afirma que el procedimiento bloqueo facetario lumbar y bloqueo de nervio periférico apenas fue ordenado el 2 de febrero del presente año y tendrá lugar el 15, con la aquiescencia de la accionante, también expresada hoy.
  



Así las cosas, sin que con anticipación se le hubiera dado a conocer al Juez que conoce de la acción de tutela el cabal cumplimiento de las órdenes impartidas, para que se pronunciara sobre las sanciones impuestas, no es dado sostener que pudo haber incurrido en una vía de hecho. Y como ya está dicho que tampoco se le achaca una privación ilegal o una prolongación indebida de la privación de la libertad, no tiene visos de prosperidad la presente solicitud que, por tanto, será negada. 
   



La premura de esta acción, no cabe duda, obedece a que infortunadamente la captura ocurrió unos minutos antes del cierre oficial de los despachos judiciales el día viernes, lo que seguramente impidió realizar la gestión pertinente ante ellos; y es bastante evidente que de no haber sido por esa circunstancia, no se hubiera logrado la satisfacción plena de los derechos de quienes, por lo común, deben acudir a las instancias judiciales para que se cumplan las funciones que legalmente las entidades de salud tienen atribuidas. De tanto dar rienda suelta, ya ni el incidente de desacato es suficiente para compeler a la satisfacción de las prestaciones debidas; hay que llegar a estos extremos que, por lo dicho en precedencia, no se solucionan por la vía del hábeas corpus, si de por medio no se configura una de las situaciones específicas que permitan la intervención del juez constitucional. 
  



No sobra señalar que, como se dijo en el auto inicial, no fue necesaria la entrevista con el señor Guillermo Enrique Grosso Sandoval, pues de la petición allegada y las pruebas incorporadas surgía claro el objeto de la reclamación de la accionante. 

 



DECISIÓN
  



En armonía con lo dicho esta Sala Unitaria del Tribunal Superior de Pereira, NIEGA el hábeas corpus promovido por por Alba Rocío Ramírez Franco, en beneficio de Guillermo Enrique Grosso Sandoval, frente a los Juzgados Promiscuo Municipal de Marsella y Cuarto Civil Municipal de Pereira.  

   



Notifíquese al solicitante y a Alba Rocío Ramírez Franco, el contenido de esta providencia enterándolos de que disponen del término de tres (3) días calendario para impugnarla (art. 7º  Ley 1095 del año 2006).

  



Infórmese lo resuelto a los juzgados accionados.

                                  
Notifíquese,

                                  
El Magistrado

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
� Declaración Americana de Derechos Humanos, Declaración Universal de Derechos Humanos, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Convención Americana sobre Derechos Humanos, entre otros.


� T-260 de 1999
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